TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA
47.001.31.21.004.2017.00073.01


AUTORIZACIÓN DE SERVICIOS E INSUMOS RECLAMADOS SIN ORDENES MEDICAS / PAÑALES DESECHABLES-Cuando se configura un hecho notorio en relación con el estado del salud del paciente, el juez de tutela puede ordenar  la entrega de pañales desechables y otros insumos aún sin existir prescripción médica al respecto.

“Parafraseando la cita, tenemos que aun cuando no exista una prescripción médica que habilite la entrega de determinados insumos (pañales) que ayuden al mejoramiento de las condiciones de vida del paciente, siempre que su necesidad sea evidente en razón de su estado de salud, indiscutiblemente el juez de tutela está facultado para emitir órdenes que materialicen los derechos de estas personas, más aun, como en el caso por tratarse de un adulto mayor en estado de total dependencia y quien no controla esfínteres tal y como se consignó en el Índice de Barthel que reposa a folio 40.

De ahí que, si bien no obra la respectiva orden de un galeno frente a los pañales ante la notoriedad del grave estado de salud del señor Peinado, tal situación no puede constituir un impedimento para su entrega, razón por la que la decisión que así lo dispuso amerita su confirmación.” 

EPS TIENE FACULTAD DE RECOBRO ANTE ENTIDADES TERRITORIALES, TRATÁNDOSE DE PACIENTES NO POS-  Las EPS son las llamadas a prestar el servicio de salud, teniendo la facultad de ejercer el derecho de recobro ante las entidades territoriales correspondientes tratándose de servicios no POS, dentro del régimen subsidiado.
“Finalmente, frente a la afirmación de la encartada EPS, en cuanto a que concierne al ente territorial la prestación de los tratamientos No Pos prescritos al enfermo por pertenecer al régimen subsidiado, ha de decirse que no es de recibo tal postura, ya que no existe discusión en cuanto a que la atención en salud debe ser proporcionada por las entidades prestadoras de salud a la que se encuentre afiliado el paciente, bien sea que incluya medicamentos, procedimientos o tratamientos no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, pues cuando ello ocurre, éstas atendiendo a su régimen, contributivo o subsidiado, tiene la posibilidad de recobrar ante el FOSYSA o al ente territorial respectivo, los gastos en que hayan tenido que incurrir para sufragar la atención dada por fuera del plan obligatorio de salud, criterio decantado en los pronunciamiento de la Guardiana de la Constitución, así:
«En la actualidad la potestad para ejercer el recobro por parte de las E.P.S., tiene fundamento la Ley 1122 de 2007 y en las Resoluciones 2933 de 2006 y 3099 de 2008, las cuales definen los criterios y condiciones que deben presentarse para poder ejercer a cabalidad dicha figura.
Por lo tanto, puede concluirse, que corresponde al Estado garantizar con recursos propios la prestación del servicio de salud, cuando la persona que requiere del mismo no tiene la capacidad económica para sufragar su costo; además se ha reiterado que la E.P.S. es la llamada a prestar el servicio de salud, teniendo la facultad de ejercer el derecho de recobro ante las entidades territoriales correspondientes tratándose de servicios no P.O.S., dentro del régimen subsidiado de salud»[footnoteRef:1] [1:   Sentencia T- 380 de 2015.
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I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

	Procede la Sala a resolver la impugnación formulada por el polo pasivo frente a la sentencia dictada el  06 de diciembre de 2017 por el Juzgado  Cuarto Civil Del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Sincelejo en Santa Marta, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Elsy Esther Peinado como agente oficioso de su padre Adriano Agustín Peinado contra Salud Vida E.P.S. y el Departamento de Magdalena.

II. SÍNTESIS DEL ASUNTO

2.1 Los hechos y peticiones

Manifiesta la actora que su padre de 85 años de edad, presenta quebrantos de salud desde hace años, que sufrió isquemia cerebral, le fue amputado el miembro derecho inferior, además tiene bajo peso y anemia, incapacidad para articular palabras, utiliza sondas gástrica y vesical. Padecimientos por los cuales su médico tratante  le ordenó el ingreso al plan de cuidado en caso paliativo, en el que se debe garantizar visita  domiciliaria, cambio de sonda cada 15 días, también valoración por nutricionista en casa, terapia física domiciliaria y educación para el cuidado de estos pacientes.

Refiere que a pesar de las innumeradas peticiones que ha elevado a  la E.P.S. Salud Vida, esta ha incumplido el tratamiento de su representado, toda vez que desde el mes de junio del año 2017 no ha realizado las visitas domiciliarias, razón por la cual se ha visto obligada a brindarle de manera particular los cuidados y suministros  que requiere. 

Aunado a lo anterior, informa que no posee capacidad económica para sufragar los gastos que implican la atención y tratamientos formulados a su padre por el profesional de la salud. 

Implora sean amparados los derechos fundamentales de su progenitor tales como, vida digna y salud y en consecuencia se ordene a la accionada autorizar de manera inmediata las visitas médicas, el cambio de sondas, la entrega de medicamentos, pañales desechables, suplemento alimenticio ENSURE, y todo lo que requiera para el manejo de sus enfermedades, es decir atención integral. Como también que le sean reconocidos los gastos de transporte, hospedaje y estadía de su padre y un acompañante, cuando deba ser atendido en un lugar distinto al de su residencia.

Pedimentos que también Invocó como medida provisional, a excepción del servicio de transporte.

2.2. 	Trámite de la instancia

La queja constitucional correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Civil Especializado en Restitución de Tierras de Sincelejo en Santa Marta, despacho que por auto del 23 de Noviembre de 2017, la admitió, corrió traslado al extremo accionado, concedió la medida provisional solicitada y vinculó al Secretario de Salud Distrital, al Gerente de la ESE Alejandro Prospero Reverénd y al Secretario de Salud Departamental. 
 
En virtud del llamado compareció inicialmente la Gerente Regional de Salud Vida EPS, quien informó que el incumplimiento en la atención médica domiciliaria obedecía a la omisión del prestador de servicio contratado. 


Precisó que se dio cumplimiento al mandato provisional, disponiendo entre otros, la entrega del insumo no pos Ensure, no ocurriendo así, respecto a los pañales desechables solicitados, como quiera que dicho pedimento no cuenta con la prescripción de un galeno que la soporte. Así pues, deprecó se negara la salvaguarda rogada.

A su turno la Gobernación del Magdalena a través de apoderado judicial, afirmó que el señor Adriano Agustín Peinado no se encuentra vinculado al S.G.S.S., por el contrario ostenta la calidad de  afiliado en el Régimen Subsidiado  en la E.P.S. Salud Vida, por lo tanto es esa entidad la llamada a garantizarle la prestación de los servicios de salud y todo lo que conlleva a su mejoramiento. (fol. 46 a 54)

En su oportunidad se pronunció la E.S.E. Alejandro Prospero Reveránd, quien allegando copia de la historia clínica del señor Adriano Agustín Peinado adujo que la prestación del servicio hospitalario al paciente durante su estancia en la empresa fue el idóneo para el caso. Arguyó que los derechos en cuestión no han sido vulnerados por su parte, que de ser el caso sería responsabilidad de la E.P. S. a la que aquel se encuentra vinculado.

 En tiempo manifestó la Secretaria de Salud Departamental, que el accionante es un paciente de residencia en el distrito y afiliado al régimen subsidiado atañéndole el asunto en cuestión a la secretaria distrital, no siendo un caso de su competencia. (fol. 65)

Finalmente la Secretaria de Salud Distrital, argumentó falta de legitimación por pasiva por no ser quien violentó las garantías del accionante, adicional a ello comunicó que las secretarías de salud no pueden, ni les compete la prestación de los servicios de salud. (fol. 67)

2.3 El fallo y la impugnación
	
Por providencia del pretérito seis (06) de Diciembre de 2017, la A quo fulminó la instancia concediendo el amparo rogado a favor del adulto mayor Adriano Peinado, para lo cual dispuso que Salud Vida EPS debía proporcionarle tratamiento integral, consistente en la realización de exámenes y procedimientos médicos, visitas domiciliarias regulares por parte de un profesional en salud, cambio de las sondas vesical y gástrica cada quince (15) días, terapias físicas, valoración domiciliaria por nutricionista, suministro de Ensure, medicamentos, pañales desechables y demás insumos en la medida y cantidad que el galeno tratante ordene.

Cabe precisar que frente a la petición del reconocimiento de los gastos de transporte guardó silencio.
  
Sustentó la falladora su decisión en que la E.P.S accionada colocó en riesgo la salud del señor Peinado al no brindarle la atención necesitada en tiempo, así mismo, al no entregar insumos que éste requiere en razón de su estado clínico, aun sin  prescripción médica, lesionó su prerrogativa a llevar una vida digna, especialmente por la enfermedad que lo aqueja y su avanzada edad, vulnerando con su actuar negligente sus preceptos constitucionales.

Dentro de la oportunidad, la entidad tutelada impugnó, reiterando lo enarbolado al descorrer el traslado de la acción. A lo que agregó que la orden judicial emitida debía ser revocada en virtud de que ampara derechos futuros e  inciertos, desconociendo con ello la presunción de buena fe con la que debe ser juzgado.

Procede el Tribunal a desatar la instancia, previas las siguientes 
 
III. CONSIDERACIONES

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política la acción de tutela es un instrumento excepcional y puede ser ejercida por cualquier persona en aras de obtener la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando considere que están siendo amenazados o vulnerados por las autoridades públicas y, excepcionalmente, por particulares. No obstante, para su procedencia es indispensable que no se cuente con otro recurso o medio de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable[footnoteRef:2], caso en el cual, a más de demostrarse la existencia de la violación o amenaza del derecho, deben reunirse los requisitos de subsidiariedad e inmediatez. [2:  T-225 del 15 de junio de 1993, M. P. Vladimiro Naranjo Mesa: «A) El perjuicio ha de ser inminente: ‘que amenaza o está por suceder prontamente’. Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética. 
… … …  
B) Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud.
... … …. 
C) No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica, a todas luces inconveniente.
D) La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. Si hay postergabilidad de la acción, ésta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna. Se requiere una acción en el momento de la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos antijurídicos. 
………
De acuerdo con lo que se ha esbozado sobre el perjuicio irremediable, se deduce que hay ocasiones en que de continuar las circunstancias de hecho en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción grave de un bien jurídicamente protegido, de manera que urge la protección inmediata e impostergable por parte del Estado ya en forma directa o como mecanismo transitorio». ] 


En el caso de marras, la agente oficiosa hincó la solicitud de amparo en favor de su padre en la necesidad de la atención médica domiciliaria, el cambio de sondas vesical y gástrica, la realización de la terapia física, valoración por nutricionista en casa, la entrega del suplemento Ensure, medicamentos, pañales desechables y en general la atención integral en salud para aquél, y gastos de transporte cuando sea requerido, pedimento que hizo eco en primera instancia quien ordenó lo propio a excepción del suministro del servicio de transporte frente al cual nada se dijo, decisión frente a la que la entidad accionada  opuso.

Delimitado el marco de estudio de la Sala y antes de ahondar en el sub lite, es menester detenernos en la legitimación para impetrar esta acción, al respecto el Máximo Órgano Constitucional ha dicho: 

«De acuerdo a la normatividad y a la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la legitimación en la causa por activa se configura a partir del ejercicio directo de la acción, de la representación legal, (como en el caso de los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas), por apoderado judicial, (caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo); o por medio de agente oficioso.»

Frente a este último, tenemos que: «…esta Corte ha indicado que la agencia oficiosa se da cuando el titular del derecho no puede asumir su defensa personalmente y tiene como finalidad garantizar la protección y eficacia de sus derechos fundamentales, al admitir que un tercero interponga la acción y actúe en su favor sin que medie poder.
 
Asimismo, ha determinado que para intervenir como agente oficioso se deben verificar dos requisitos: (i) que el agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y (ii) que de los hechos que dan origen a la solicitud de amparo se infiera que el titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados se encuentra en situación física o mental que le impida la interposición directa de la acción.
 


En este punto, es necesario indicar que la manifestación puede ser expresa o tácita. Así, será válida la agencia oficiosa cuando de los hechos narrados en el escrito de tutela se deduzca la calidad en la que actúa la persona que interpone la acción.»[footnoteRef:3] [3:  Sentencia T- 401 del 26 de junio del 2014. Corte Constitucional ] 


Así las cosas, de conformidad con la jurisprudencia en cita, a la expresa manifestación de la accionante de actuar en representación de su progenitora y a las pruebas traídas a autos, se encuentran satisfechos los presupuestos exigidos para que opere esta figura, pues el agenciado presenta secuelas de «ENFERMEDAD CEREBROVASCULAR, NO ESPECIFICADA COMO HEMORRÁGICA U OCLUSIVA.», «DESNUTRICIÓN PROTEICOCALORICA LEVE» con «ISQUEMIA CEREBRAR TRANSITORIA…», «AMPUTADO DE MIEMBRO INFERIOR DERECHO POR OBSTRUCCION ARTERIAL», «SONDA DE GASTROCTOMIA…LO PROPIO A NIVEL URINARIO» (fol. 9 a 23), siendo considerado como una persona dependiente de la ayuda de un tercero. (fol. 9 a 23)

Adentrándonos en el sub lite, de cara al acopio obrante, encontramos que el señor Adriano Agustín Peinado  a la fecha tiene 86 años de edad[footnoteRef:4], lo que de entrada nos sitúa frente a los derechos de una persona sujeto de especial protección constitucional. [4:  Ver copia de la cédula de ciudadanía folio 13.] 


Igualmente, como viene de verse, acreditado está su delicado estado de salud, registrando como última fecha de atención el 24 de noviembre 2017, efectuada precísese, en acatamiento a la medida provisional decretada por el despacho de primer nivel. (fol. 38 a 45)

Demostrado también se encuentra que el galeno tratante formuló al paciente, cambio de sonda vesical do veces por mes, visita domiciliaria, terapia física, valoración por nutricionista y soporte metabólico nutricional (ENSURE) en polvo, 4 latas por 400 gramos. (fol. 8, 9 y 15).

Entonces, lo primero que ha de decirse es que la atención médica invocada a favor del agenciado, como lo deprecó la libelista, debe ser analizada desde el punto de la integralidad a fin de reforzarla, como atinadamente hizo la A quo. Recuérdese este principio implica la obligación de las entidades promotoras de salud a la hora de brindar los servicios a sus pacientes, de eliminar las barreras que impidan su acceso efectivo, los cuales en casos como el que hoy nos suscita, están encaminados a dignificar la vida de los enfermos que se encuentran en situaciones de indefensión y dependencia. 

En este sentido es menester precisar lo decantado en la sentencia T-039 de 2013 por la Honorable Corte Constitucional en cuanto al tema de la integralidad como precepto rector en la prestación de los servicios de salud, por parte de las EPS y EPS-S: 
«El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.” (Subrayado fuera del texto original).

Refuércese lo anterior con lo reiterado por nuestra jurisprudencia patria, específicamente frente al tema de la atención médica a la población de la tercera edad:

«La Corte ha concluido que los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales condiciones en que se encuentran y que es por ello que el Estado tiene el deber de garantizarles una atención integral en salud. La protección del derecho a la salud de los adultos mayores se hace relevante en el entendido de que “es precisamente a ellos a quienes debe procurarse un urgente cuidado médico en razón de las dolencias que son connaturales a la etapa del desarrollo en que se encuentran. 

Por todo lo anterior es que las obligaciones en materia de salud, derivadas del principio de solidaridad, deberán cobrar aún mayor fuerza cuando se trata de garantizar los derechos de los sujetos de especial protección constitucional, como las personas de la tercera edad».[footnoteRef:5] [5:  Sentencia T- 057 de 2013, Corte Constitucional] 


Por consiguiente, no es de recibo lo manifestado por la accionada, en cuanto a que disponerse de un tratamiento integral es reconocer prestaciones inciertas, pues itérese, el concepto de integralidad se refiere a la obligación de las entidades promotoras de salud a la hora de brindar los servicios a sus pacientes, los cuales van dirigidos precisamente a prevenir la ocurrencia de quebrantos mayores, respecto a la patología diagnosticada y de acuerdo al tratamiento ordenado por el médico tratante, todo en aras de lograr el restablecimiento de la salud del enfermo, lo que de contera conduce a evitar la interposición de nuevas acciones de tutela por cada prestación que en futuro fuere prescrita con ocasión de una misma patología, máxime cuando se trata de una persona a la que se le adeuda un trato especial para que las enfermedades que lo afectan reciban un manejo pronto, aunado a que es evidente que solo con ocasión a la interposición de la acción pudo lograr la realización de la visita médicas domiciliaria, el cambio de sondas y la entrega del suplemento Ensure, servicios que fueron prescritos desde los meses de mayo a octubre de la pasada anualidad, por lo tanto torna adecuada la decisión de la A quo emitida en tal sentido.  

Ahora, bien en lo que atañe a la censura del suministro de los pañales desechables y demás insumos que requiera el agenciado, por no mediar orden del médico tratante, luce pertinente traer a colación lo dicho por nuestro Máximo Órgano Constitucional referente a este tópico:

«Autorización de servicios e insumos reclamados sin orden médica, cuya necesidad configura un hecho notorio. Reiteración de jurisprudencia.
 
8.1. Por regla general, las entidades prestadoras de salud solo están obligadas a autorizar servicios e insumos que hayan sido prescritos por un profesional adscrito a su red de prestadores de servicios médicos. Sin embargo, en circunstancias excepcionales, ante la inexistencia de una orden o cualquier otro documento que permita colegir, técnica o científicamente, la necesidad de lo que reclama un usuario, surge diáfana la intervención del juez constitucional con miras a impartir un mandato en uno u otro sentido.
 
Dentro de esa gama de posibilidades, se encuentran los pacientes cuyas patologías conllevan síntomas, efectos y tratamientos que configuran hechos notorios; tal es el caso de quienes han sido diagnosticados con pérdida del control de sus esfínteres. Las reglas de la experiencia han demostrado que, generalmente, estos se ven expuestos a cuadros de incontinencia urinaria o fecal. Ante esa eventualidad, la solución suele ser paliativa y se circunscribe al uso de pañales desechables, con el fin de tornar menos gravosa una perturbación funcional, difícilmente reversible.
 
En uno de esos casos, este Tribunal Constitucional ha señalado que “si bien los pañales no fueron ordenados por el médico tratante, la jurisprudencia de esta Corporación ha entendido que la necesidad de los mismos para quien padece incontinencia, ‘es un hecho notorio’ que no necesita de una orden médica que respalde la necesidad del suministro”.
 
8.2. De lo anterior se desprende, claramente, que hay situaciones en las que el juez constitucional debe prescindir de la prescripción médica para procurarle al accionante (paciente) el acceso a una prestación que necesita, pues, salta a la vista que, de no proveérsele, las consecuencias negativas para este serían apenas obvias; principalmente, en situaciones en las que el riesgo de sufrirlas se potencializa en razón de factores socioeconómicos, cuando los recursos de los que dispone –él, o su núcleo familiar– carecen de la entidad suficiente para mitigar el daño ocasionado por la ausencia del elemento pretendido, tenga o no carácter medicinal.
 
A lo dicho, se suma que el componente tuitivo, reconocido por este tribunal a este tipo de asuntos, no claudica ante el agotamiento de las alternativas vigentes de cara al derecho fundamental a la salud, sino que se extiende a la protección de otras garantías, también de rango superior, como es el caso de la vida en condiciones dignas. Así, lo ha cristalizado en sus pronunciamientos, disponiendo, en reiteradas oportunidades, “el cumplimiento de ciertas prestaciones que no han sido prescritas por los médicos tratantes adscritos a las EPS, al considerar que los padecimientos son hechos notorios que vuelven indigna la existencia de una persona, puesto que no le permite gozar de la óptima calidad de vida que merece, y, por consiguiente, le impide desarrollarse plenamente”.
 
8.3. En ese orden de ideas, al acatamiento de los trámites administrativos y al margen de posibilidades que brinda la normativa vigente para que los usuarios obtengan ciertos servicios, se levanta una excepción, que por razones constitucionales las desplaza, habida cuenta de que ninguna de esas directrices puede perpetuar la vulneración de derechos fundamentales, cuando luzcan como una barrera para su goce efectivo.
 
Luego, si un paciente en condiciones de debilidad manifiesta, por ejemplo, por sus extremas condiciones de pobreza, o limitada en sus funciones psicomotoras, o disminuida física o mentalmente en razón de su avanzada edad– o de cualquier otro factor–, o carente de apoyo familiar y en estado de postración, demanda la entrega de pañales desechables para acceder a una calidad de vida, si bien no ideal, por lo menos aceptable, el juez de tutela está en la obligación de procurar los medios, materiales y legales, para suministrárselos, sea mediante una orden perentoria o impartiendo a las entidades responsables de tal servicio los lineamientos debidos.»[footnoteRef:6] [6:  Sentencia T 597 de 2016.] 


Parafraseando la cita, tenemos que aun cuando no exista una prescripción médica que habilite la entrega de determinados insumos (pañales) que ayuden al mejoramiento de las condiciones de vida del paciente, siempre que su necesidad sea evidente en razón de su estado de salud, indiscutiblemente el juez de tutela está facultado para emitir órdenes que materialicen los derechos de estas personas, más aun, como en el caso por tratarse de un adulto mayor en estado de total dependencia y quien no controla esfínteres tal y como se consignó en el Índice de Barthel que reposa a folio 40.

De ahí que, si bien no obra la respectiva orden de un galeno frente a los pañales ante la notoriedad del grave estado de salud del señor Peinado, tal situación no puede constituir un impedimento para su entrega, razón por la que la decisión que así lo dispuso amerita su confirmación. 

Finalmente, frente a la afirmación de la encartada EPS, en cuanto a que concierne al ente territorial la prestación de los tratamientos No Pos prescritos al enfermo por pertenecer al régimen subsidiado, ha de decirse que no es de recibo tal postura, ya que no existe discusión en cuanto a que la atención en salud debe ser proporcionada por las entidades prestadoras de salud a la que se encuentre afiliado el paciente, bien sea que incluya medicamentos, procedimientos o tratamientos no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, pues cuando ello ocurre, éstas atendiendo a su régimen, contributivo o subsidiado, tiene la posibilidad de recobrar ante el FOSYSA o al ente territorial respectivo, los gastos en que hayan tenido que incurrir para sufragar la atención dada por fuera del plan obligatorio de salud, criterio decantado en los pronunciamiento de la Guardiana de la Constitución, así:
«En la actualidad la potestad para ejercer el recobro por parte de las E.P.S., tiene fundamento la Ley 1122 de 2007 y en las Resoluciones 2933 de 2006 y 3099 de 2008, las cuales definen los criterios y condiciones que deben presentarse para poder ejercer a cabalidad dicha figura.
Por lo tanto, puede concluirse, que corresponde al Estado garantizar con recursos propios la prestación del servicio de salud, cuando la persona que requiere del mismo no tiene la capacidad económica para sufragar su costo; además se ha reiterado que la E.P.S. es la llamada a prestar el servicio de salud, teniendo la facultad de ejercer el derecho de recobro ante las entidades territoriales correspondientes tratándose de servicios no P.O.S., dentro del régimen subsidiado de salud»[footnoteRef:7] [7:   Sentencia T- 380 de 2015.
] 


Colofón de lo discernido, se confirmará la decisión adiada 6 de Diciembre  de 2017, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Sincelejo en Santa Marta.

IV. D E C I S I Ó N

En virtud de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA el amparo concedido en la sentencia dictada el 6 de Diciembre de 2017, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Sincelejo en Santa Marta, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Elsy Esther Peinado como agente oficioso de su padre Adriano Agustín Peinado contra Salud Vida E.P.S. y el Departamento de Magdalena.

NOTIFÍQUESE por el medio más expedito y eficaz (artículo 3º del Decreto 2591 de 1991).

ENVÍESE a la Corte Constitucional para su eventual revisión, dentro del término señalado en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y Cúmplase
Los Magistrados




MARTHA ISABEL MERCADO RODRÍGUEZ




ALBERTO DE JESÚS RODRÍGUEZ AKLE      TULIA CRISTINA ROJAS ASMAR



2

image1.wmf

